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ALGUNAS CONSIDERACIONES SOBRE EL 

TEMA DE LA CONSULTA PREVIA EN 

Introducción

El presente artículo busca hacer una revisión 
del estado del arte de investigaciones y artícu-
los en torno al tema de la consulta previa en 
Colombia y dar a conocer algunos de los análi-
sis que he realizado sobre la temática, con base 
en la experiencia de trabajo que he realizado 
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sobre este tema.

El propósito de hacer esta breve presentación 
es evidenciar el estado de la discusión sobre el 
tema de la consulta previa, por fuera del ámbito 
del cumplimiento y/o de la garantía del dere-
cho. En ese sentido, quiero presentar algunos 
elementos para ver hasta dónde se ha avanzado 
a profundidad sobre la conceptualización del 
derecho a la consulta previa desde el ámbito de 
la investigación. No busca este artículo hacer 
una caracterización de la consulta previa, sus 
aspectos jurídicos y las problemáticas; esto se 
encuentra en la bibliografía reseñada. Se resal-
tarán algunas temáticas de importante análisis 
en torno al tema, para finalmente cerrar con 
una propuesta de intervención desde el ámbito 
académico en el tema de la consulta previa con 
el fin de contribuir en las discusiones especiali-
zadas en torno a la participación de los grupos 

2étnicos.

El tema de estudio de la consulta previa es un 
tema claramente intercultural e interdiscipli-
nar, cuyo abordaje es necesario darlo en este 
sentido, para generar una discusión mucho más 
rica que la que se puede dar desde un solo saber 
o filosofía, como desde una sola disciplina. 

Reflexión final en torno a la pesca

 Finalmente, Ana Elvira Rodríguez, habitante 
local, relata que una vez se ha escaseado el pesca-
do, los pescadores han optado por pescar peces de 
tamaños diminutos. Debido a una crisis de recur-
sos, estos han practicado unas nuevas formas y 
técnicas de obtener  productos, como el “trasmallo 
transparente” con  la que vienen sacando tipos de 
pescados que consideran que se deben dejar en 
gestación y desarrollo. Esto es lo que Ana Elvira va 
a defender en el discurso aquí presentando. 

Anteriormente, los peces pequeños no eran objetos 
de caza, la crisis ha conllevado la captura de pesca-
dos pequeños y de nuevos que han aparecido en el 
complejo ambiental de la ciénaga y otros caudales. 
Para ellos, son nuevos y que además este ejercicio 
es de tiempo actual. Ante esta nueva manera de 
subsistir, se cita a esta  mujer que cuestiona la pesca 
de peces pequeños y que también se encuentra 
identificada con la faena de ser pescador, aunque 
no lo sea. Conoce y ha observado en esta nueva 
forma de extraer los recursos pesqueros en las coti-
dianidades  y relata las razones por las que no hay 
pesca. En esa medida, concluimos el presente 
artículo con las reflexiones y denuncias de dicha 
mujer, dado que plantean la necesidad de fortalecer 
la pesca artesanal y el buen manejo del recurso 
ambiental en el municipio:  

La gente que anda por ahí se coge los pesca-
dos muy pequeñitos, que eso es lo que uno mujer,  
a veces,  le hace esa pregunta a ellos: ¿por qué 
ustedes cogen ese pequeño, ese pescado peque-
ñito? Déjalo pa' los niños que vienen ahora pa' 
diciembre, nosotros podemos comernos los gran-
des pero los pequeños déjelos pa' los que vienen 
hacia atrás ¡ah no!, nosotros tenemos que comer 
porque hace hambre, entonces todo se lo van 
agarrando. Por eso es que no hay pesca… Yo a 
veces me he cogido  varios y me  dicen “¡ay! 
nosotros no nos vamos a  dejar morir de hambre, 
tenemos que cogerlos” y todas las cosas. Yo, por 
lo menos,  yo regañaba al marido mío: “cuidado 
vas a coger ese pescado chiquito porque ese lo 
necesita alguien que venga más hacia atrás”. 
Entonces me decía ¡verdad! ¡Verdad! me voy a 
llevar ese blanquito chiquito (no) ese cachito, 
(tampoco). Pero hoy en día imagínese, van al río, 
enseguida lo que cogen es pequeñito, así, vea, 
sin echar mentira, pequeñito y así se los cogen. 
¡Qué va a producir! Se va acabando, que eso es 
lo que está pasando; no, antes no, eso antes no, 
no  cogía  el  pequeño porque había mucho gran-
de ya, había grande bastante y el pequeño lo 
dejaban quieto, pero ¡como ya no hay grande!  Y 
mira el pequeño ese es el que están cogiendo, 
imagínese que hoy en día  no  van a pescar y no 
cogen nada (Archivos, Oraloteca. Ana Elvira 
Rodríguez, Villalobos. Octubre, 2016)

Se va acabando, que 
eso es lo que está 

pasando; no, antes 
no, eso antes no, no  

cogía  el  pequeño 
porque había mucho 

grande ya, había 
grande bastante y el 

pequeño lo dejaban 
quieto, pero ¡como ya 

no hay grande!  

Por: Claudia Teresa Cáceres Domínguez*

*  Antropóloga.
1 Desde el año 2009 he realizado diferentes trabajos 

relacionados con el tema de la consulta previa en Colombia, 
desde las funciones institucionales públicas, el 
acompañamiento a procesos de consulta previa y procesos 
de formación en el derecho fundamental.

2 El concepto de grupo étnico se entiende como los pueblos 
indígenas, el pueblo Rom, las comunidades negras, el pueblo 
raizal, quienes desde la perspectiva jurisprudencial son el 
sujeto colectivo a quien se realiza la consulta previa. 
Claramente, el concepto de grupo étnico, desde la 
antropología es mucho más amplio e implica a cada grupo 
humano que tenga una cultura, una lengua, unas prácticas 
sociales, etcétera. 
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Adicionalmente, la comprensión 
intercultural como la comprensión 
interdisciplinar requieren un trabajo 
organizado para lograr construir una 
conceptualización desde el diálogo 
entre las diferentes culturas que com-
ponen nuestro país, como también 
desde las diferentes disciplinas en las 
cuales el Estado se apoya para actuar.

Algunas veces visualizo el concepto 
de consulta previa como la figura 
geométrica que se ve cuando se 
ponen los copos de nieve bajo el 
microscopio. Cada lado de la figura 
representa un sector, un interés, cada 
vértice una necesidad de relación. 
Los lados en su conjunto forman un 
proceso. Cuando he dicho que la 
consulta previa es un problema con 
múltiples aristas, pienso en los copos 
de nieve. Tal vez porque la mentali-
dad cartesiana en la que se desarrolla 
el pensamiento académico y la cultu-
ra mestiza (apenas en formación), 
requiere la geometría del plano para 
entender lo que nos rodea. Entonces, 
cuando hablamos de que la consulta 
previa es un problema de múltiples 
aristas, nos referimos a una pregunta 
de comprensión intelectiva (cfr. Zam-
brano, 1989) y no a resolver el pro-
blema que tenga uno u otro lado o una 
u otra relación. Desde luego, los pro-
blemas puntuales de la consulta pre-
via a veces se vuelven de difícil com-
prensión, pues las figuras geométri-
cas se unen con otras, los copos se 
vuelven bolas de nieve y el suelo 
tiende a cubrirse con ese manto blan-
co, que ensordece por su silencio. 
Algunas veces el manto se desprende 
y genera avalanchas; pero normal-
mente, las nieves se derriten, crean 
los ríos que bajan por las montañas, 

que son el fluir de la vida y en últimas 
la posibilidad de una forma diferente 
de comprensión.

¿Hacia dónde nos dirigimos como 
sociedad? ¿Cuál es nuestra idea de 
proyecto histórico? Son preguntas 
que  el transcurrir de la historia 
resuelve, pero en materia de consulta 
previa, estas preguntas son funda-
mentales, como lo es la construcción 
de la idea de desarrollo. La tensión en 
la cual se encuentra el país es la opo-
sición de las categorías explotación y 
conservación. Este es el escenario de 
un conflicto sin resolver, un conflicto 
conceptual, político y de intereses 
económicos y es allí donde la consul-
ta previa genera importantes cuestio-
namientos.

La consulta previa es un espacio 
donde confluye una gran cantidad de 
tensiones  y de saberes. En la práctica 
de la garantía del derecho a la consul-
ta previa es donde se discuten las 
diferentes miradas de lo que es el 
desarrollo, pasando por los temas 
referentes a la diversidad, a la igual-
dad, a los derechos políticos, sociales 
y económicos, entre muchos otros 
asuntos.

Las tensiones económicas que allí se 
vivencian, enfrentan a importantes 
grupos y empresas nacionales y trans-
nacionales con los derechos de los 
pueblos y de las comunidades étnicas 
locales, en especial con el derecho al 
territorio y el derecho fundamental a 
la consulta previa. Estas tensiones 
económicas son de diferentes tipos: 
algunas relacionadas con la vulnera-
ción de los derechos fundamentales  
y colectivos; otras, con las transfor-

asociadas al derecho fundamental de 
la consulta previa y unas reflexiones 
sobre este derecho. 

Con relación a los fundamentos y 
principios del derecho a la consulta 
previa, la autora menciona la impor-
tancia de los pueblos indígenas como 
sujetos de derecho basándose en el 
derecho a la diferencia, el cual se 
encuentra relacionado con el derecho 
a la igualdad. Hace un paralelo con la 
diferencia de personalidades, que 
ella considera un argumento político 
para defender la diversidad y poten-
ciar el respeto como pueblos.

La autora expone en su escrito que el 
derecho a la diferencia igualmente 
debe ponderarse en relación con otros 
derechos del conjunto de sociedades 
que componen el Estado. “El recono-
cimiento del derecho a la diferencia 
hace visible también la valoración de 
esas otras formas de existencia cultu-
ral alterna y de las necesidades para 
poder participar efectivamente en las 
decisiones que puedan afectarlos. En 
ese proceso de interacción con otras 
sociedades de las que también hacen 
parte los pueblos indígenas, es 
importante exaltar que la afirmación 
de los derechos de los pueblos indíge-
nas no puede ser pensada al margen 
de los derechos de otras sociedades. 
El derecho a la diferencia, a la diver-
sidad étnica y cultural implica en 
ocasiones, tener que ponderar y reco-
nocer los derechos de los otros” (p. 
41).

Los procesos de interacción del Esta-
do y los pueblos indígenas requieren 
un reconocimiento constitucional 
como sujetos colectivos de derecho, 

para que trascienda en el funciona-
miento del Estado. El Estado, al otor-
gar derechos específicos, adquiere 
obligaciones y los pueblos, deberes.

Según la autora, estos cambios en la 
relación del Estado y los pueblos 
indígenas permiten implementar 
programas y proyectos que “necesa-
riamente habrán de preguntarse si 
afirman la etnicidad y la cultura 
mediante normas y procedimientos, 
usos y costumbre, organización polí-
tica propia, sistemas pertinentes para 
el fortalecimiento democrático, for-
mas de organización del trabajo, 
sistemas educativos, manejo econó-
mico del medio, concepciones de 
territorio y ocupación de tierras”.

Menciona en su escrito, siguiendo el 
Convenio 169 de la OIT, que los pue-
blos indígenas tienen derecho a parti-
cipar en los procesos para su desarro-
llo y beneficiarse de políticas públi-
cas económicas diseñadas para su 
atención; su postura es la de la repa-
ración colectiva a estos pueblos, 
dándole un sentido a la participación 
de los grupos étnicos meramente 
reparadora de la historia de exclusión 
y marginalización.

Evidencia la autora que existen dos 
posiciones: una, que cree que la pro-
ducción hace parte fundamental de la 
identidad de los pueblos indígenas y 
que tenderá a desaparecer; y la otra 
posición, es que los pueblos indíge-
nas impiden el desarrollo. Este argu-
mento dicotómico ha imperado en la 
institucionalidad, en el comporta-
miento de los funcionarios y de los 
sectores económicos, lo cual ha gene-
rado deficiencias en el Estado, y ha 

maciones de los pueblos, la pérdida 
cultural; otras más, con los temas de 
la explotación de recursos, los asun-
tos de los costos y beneficios de los 
proyectos, etcétera.

Otras tensiones en el tema de la con-
sulta previa están relacionadas con 
las conceptualizaciones que giran en 
torno al derecho fundamental y las 
discusiones sobre la práctica. El pre-
sente artículo busca hacer una revi-
sión de algunos aportes de investiga-
dores y académicos sobre el tema de 
la consulta previa en Colombia.

Los investigadores que han trabajado 
este tema han dado importantes luces 
a este asunto de la consulta previa 
desde el ámbito académico. Las 
investigaciones sobre el tema son 
fundamentales, necesarias para pro-
porcionar criterios claros en la toma 
de decisiones del Estado, de las orga-
nizaciones civiles, de la misma opi-
nión pública. Y aunque existan dife-
rentes posiciones y aproximaciones 
sobre el derecho fundamental a la 
consulta previa, el diálogo académi-
co es un incentivo para seguir apor-
tando en este tema.

1. Aportes de los principa-
les investigadores en el 
tema de la consulta previa 
en Colombia 
Esther Sánchez en el libro La consul-
ta previa. Principios, enfoque meto-
dológico e instrumentalización 
(2008), presenta dos artículos donde 
hace una recopilación de las normas CO
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que la Sección Primera consideró que 
el gobierno podía entrar a regular el 
artículo 330 de la Constitución 
Nacional.

Concluye la autora que se han gene-
rado nuevos criterios para interac-
tuar, y que para generar un cambio 
hay que generar diálogo de las partes, 
donde se escuchen las justificaciones 
de las mismas.

César Rodríguez Garabito, en su 
libro Etnicidad.gov, enmarca el pro-
ceso de la consulta previa dentro de 
un marco sociojurídico. A la regula-
ción de la etnicidad en los tiempos de 
la globalización la llama etnicidad.-
gov, que son los procesos de juridiza-
ción de las reivindicaciones étnicas. 

Explica el autor que la gobernanza ha 
sido cuestionada por los movimien-
tos indígenas, que reivindican el 
principio de autodeterminación 
donde términos como empodera-
miento, participación y consulta 
buscan ser regulados.

Adicionalmente, en esta obra el autor 
analiza “las tensiones políticas, los 
actores y los intereses y las legalida-
des en el juego de la etnicidad” (Ro-
dríguez Garavito, 2012, 21). En estos 
elementos se encuentra el debate 
sobre el Consentimiento Previo, 
Libre e Informado, que está cargado 
de tensiones, desde la misma Asam-
blea de Naciones Unidas. 

Finalmente, el autor nos recuerda que 
existe un remplazo de las discusiones 
sustantivas por los debates del proce-
so de consulta previa. El debate entre 
fondo y forma, en el cual se encuen-

comprometido la misma función 
estatal en su acción y legitimidad 
frente al desarrollo y a los derechos 
sociales, económicos y culturales de 
los pueblos.

Los anteriores argumentos están 
íntimamente relacionados con las 
discusiones sobre el consentimiento 
de estos pueblos a los proyectos de 
desarrollo. Dice la autora que el con-
sentimiento tiene límites dentro de 
algunos Estados. “La reivindicación 
por la autonomía es un procesos que 
debe ponderarse no solamente en 
función de los derechos, sino también 
de los deberes” (54).

En la tercera parte de su artículo, la 
autora genera un listado de lo que 
considera reflexiones sobre la con-
sulta previa, empezando por la 
importancia del cambio del Estado a 
un Estado Social de Derecho, el asun-
to del Estado Multicultural, la consi-
deración de los pueblos indígenas 
como sujetos de derecho, los siste-
mas inequitativos y las acciones afir-
mativas emprendidas por el Estado 
para superar la marginalidad  e ine-
quidad. Adicionalmente, relaciona 
los diferentes derechos a partir de la 
lectura del convenio 169 de la OIT, el 
marco normativo constitucional y los 
diferentes aportes de la Corte Consti-
tucional en materia de derechos de 
los pueblos indígenas, para posterior-
mente entrar en las consideraciones 
sobre el derecho fundamental a la 
consulta previa.

Según la autora, la importancia del 
ejercicio del derecho a la consulta 
previa se debe a la posibilidad de 
modificación parcial o radical de la 

tran temas como metodologías, cro-
nogramas, certificaciones y la com-
prensión de la garantía completa del 
derecho a la participación, como 
también a la autonomía, genera múl-
tiples malentendidos entre los acto-
res.

Esto ha producido un efecto en el 
movimiento indígena, pues sus rei-
vindicaciones se han trasladado a la 
arena de los procedimientos, lo cual 
ha generado según Rodríguez Gara-
vito, un desplazamiento de los recla-
mos colectivos a observaciones pro-
cedimentales.

Para el autor, la consulta previa ocu-
rre  en “campos minados”, que son 
campos sociales de las economías 
extractivas de enclave, caracteriza-
dos por relaciones de poder profun-
damente desiguales entre empresas y 
comunidades, y por la escasa presen-
cia de intermediación del Estado” 
(Idem, 14). 

A pesar de que los procedimientos de 
la consulta previa están ubicados en 
estos “campos minados”, resultan ser 
mecanismos para desacelerar los 
ritmos de los proyectos extractivos.

César Rodríguez Garavito con Nata-
lia Orduz Salinas (2012) aportan un 
análisis sobre los procesos de consul-
ta previa de las medidas legislativas, 
en el libro Consulta Previa: dilemas y 
soluciones. Lecciones del proceso de 
construcción del decreto de repara-
ción y restitución de tierras para 
pueblos indígenas en Colombia. Este 
documento hace referencia al proce-
so de  construcción del Decreto 4633 
de 2011. 

integridad étnica y cultural. Es un 
determinante de vida o muerte, no es 
un derecho difuso para proteger el 
medio ambiente. Lo entiende a su vez 
como un derecho fundamental inde-
terminado. Como todos los princi-
pios, presenta imprecisiones y genera 
expectativas disimiles. Los actores 
argumentan que existe falta de clari-
dad en conceptos como: autodeter-
minación, tierras, territorio, integri-
dad étnica y autonomía y consideran 
que faltan estándares y pautas para 
definir el consentimiento y la real 
participación (68).

Para Sánchez, “La Consulta Previa es 
un derecho reconocido formalmente, 
un instrumento de participación 
social y política de los pueblos indí-
genas y de los grupos étnicos, y al 
mismo tiempo un componente de las 
políticas públicas de la multicultura-
lidad y democracia en América Lati-
na; es también un indicador de legiti-
midad social y ambiental de los pro-
yectos y programas y, por supuesto 
del mismo Estado”.

Según la autora, la consulta previa es 
un derecho fundamental de los gru-
pos étnicos, por medio del cual ellos 
se manifiestan en un proceso partici-
pativo sobre los impactos y conve-
niencias o inconveniencias de una 
medida, programa o proyecto.

Para garantizar una adecuada partici-
pación de los grupos étnicos o de las 
comunidades indígenas, el Estado 
debe realizar una serie de acciones 
encaminadas a proveer a los grupos 
étnicos consultados de los elementos 
necesarios para que en el proceso sus 
opiniones y planteamientos respecto 

Aclaran los autores que la consulta 
previa se encuentra definida con 
parámetros muy generales y que por 
ello el convenio 169 de la OIT, en su 
artículo 34, la naturaleza y alcance 
debe determinarse con flexibilidad 
en su implementación por cada uno 
de los Estados. En el caso de las medi-
das legislativas, la Corte Constitucio-
nal declaró la ley de desarrollo fores-
tal, el código de minas y el Plan 
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inexequibles por un vicio constitu-
cional que fue la falta de la consulta 
previa con los grupos étnicos que se 
verían afectados. 

Esta consulta que registran los auto-
res inicia su diálogo con un diagnós-
tico de los pueblos indígenas vícti-
mas de la violencia, donde ya existían 
unos avances relacionados con el 
Auto 004 de 2009 promulgado por la 
Corte Constitucional y los documen-
tos realizados por las organizaciones 
indígenas en materia de violaciones a 
los derechos humanos.

Anotan los autores que existió un 
dilema procedimental en el que se 
encontraba la consulta de esta medi-
da legislativa, pues ésta había sido 
radicada en el congreso, por lo que 
podría ser declarada como inexequi-
ble por la Corte Constitucional. El 
movimiento indígena, con los repre-
sentantes del gobierno, propuso un 
mecanismo que no truncara el desa-
rrollo de la ley de víctimas y restitu-
ción de tierras tan esperada por el 
país. Se propuso, por lo tanto, que se 

del proyecto sobre el que se les con-
sulte sean escuchados y tenidos en 
cuenta.

En su lectura del convenio 169 de la 
OIT, considera la autora que “el obje-
to de la consulta tiene un producto 
fundamental: la realización de un 
estudio social, cultural, ambiental y 
espiritual en donde con la participa-
ción de las comunidades indígenas 
afectadas por el proyecto se pueden 
identificar los posibles impactos 
positivos o negativos de este, y sus 
correspondientes medidas de preven-
ción, mitigación, compensación, 
corrección. Este estudio será el insu-
mo fundamental para que el gobierno 
decida o no la realización del proyec-
to teniendo en cuenta la obligación 
constitucional de reconocer y prote-
ger la diversidad étnica y cultural de 
la nación colombiana, representada 
en el caso concreto en el grupo étnico 
o pueblos indígenas consultados” 
(74).

La autora considera que la Corte 
Constitucional ha indicado un cami-
no para la realización de las consulta 
previas: “la consulta se realizará a 
partir de un enfoque metodológico 
participativo, en donde el constante 
diálogo reconozca y busque conver-
gencias entre las visiones de las par-
tes involucradas (comunidades indí-
genas, entidades del Estado y otras 
partes de la sociedad civil interesa-
dos)”. Adicionalmente hace referen-
cia a las dificultades que ha tenido la 
reglamentación de la ley 21 de 1991, 
con el Decreto 1320 de 1998, como 
metodología de implementación para 
garantizar la consulta previa, ya que 
este decreto no fue consultado, aun-

3 Este último fue declarado parcialmente 
inexequible.
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que la Sección Primera consideró que 
el gobierno podía entrar a regular el 
artículo 330 de la Constitución 
Nacional.

Concluye la autora que se han gene-
rado nuevos criterios para interac-
tuar, y que para generar un cambio 
hay que generar diálogo de las partes, 
donde se escuchen las justificaciones 
de las mismas.

César Rodríguez Garabito, en su 
libro Etnicidad.gov, enmarca el pro-
ceso de la consulta previa dentro de 
un marco sociojurídico. A la regula-
ción de la etnicidad en los tiempos de 
la globalización la llama etnicidad.-
gov, que son los procesos de juridiza-
ción de las reivindicaciones étnicas. 

Explica el autor que la gobernanza ha 
sido cuestionada por los movimien-
tos indígenas, que reivindican el 
principio de autodeterminación 
donde términos como empodera-
miento, participación y consulta 
buscan ser regulados.

Adicionalmente, en esta obra el autor 
analiza “las tensiones políticas, los 
actores y los intereses y las legalida-
des en el juego de la etnicidad” (Ro-
dríguez Garavito, 2012, 21). En estos 
elementos se encuentra el debate 
sobre el Consentimiento Previo, 
Libre e Informado, que está cargado 
de tensiones, desde la misma Asam-
blea de Naciones Unidas. 

Finalmente, el autor nos recuerda que 
existe un remplazo de las discusiones 
sustantivas por los debates del proce-
so de consulta previa. El debate entre 
fondo y forma, en el cual se encuen-

comprometido la misma función 
estatal en su acción y legitimidad 
frente al desarrollo y a los derechos 
sociales, económicos y culturales de 
los pueblos.

Los anteriores argumentos están 
íntimamente relacionados con las 
discusiones sobre el consentimiento 
de estos pueblos a los proyectos de 
desarrollo. Dice la autora que el con-
sentimiento tiene límites dentro de 
algunos Estados. “La reivindicación 
por la autonomía es un procesos que 
debe ponderarse no solamente en 
función de los derechos, sino también 
de los deberes” (54).

En la tercera parte de su artículo, la 
autora genera un listado de lo que 
considera reflexiones sobre la con-
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importancia del cambio del Estado a 
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deración de los pueblos indígenas 
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mativas emprendidas por el Estado 
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quidad. Adicionalmente, relaciona 
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lectura del convenio 169 de la OIT, el 
marco normativo constitucional y los 
diferentes aportes de la Corte Consti-
tucional en materia de derechos de 
los pueblos indígenas, para posterior-
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modificación parcial o radical de la 
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ha generado según Rodríguez Gara-
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rre  en “campos minados”, que son 
campos sociales de las economías 
extractivas de enclave, caracteriza-
dos por relaciones de poder profun-
damente desiguales entre empresas y 
comunidades, y por la escasa presen-
cia de intermediación del Estado” 
(Idem, 14). 

A pesar de que los procedimientos de 
la consulta previa están ubicados en 
estos “campos minados”, resultan ser 
mecanismos para desacelerar los 
ritmos de los proyectos extractivos.

César Rodríguez Garavito con Nata-
lia Orduz Salinas (2012) aportan un 
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ción y restitución de tierras para 
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documento hace referencia al proce-
so de  construcción del Decreto 4633 
de 2011. 
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un instrumento de participación 
social y política de los pueblos indí-
genas y de los grupos étnicos, y al 
mismo tiempo un componente de las 
políticas públicas de la multicultura-
lidad y democracia en América Lati-
na; es también un indicador de legiti-
midad social y ambiental de los pro-
yectos y programas y, por supuesto 
del mismo Estado”.

Según la autora, la consulta previa es 
un derecho fundamental de los gru-
pos étnicos, por medio del cual ellos 
se manifiestan en un proceso partici-
pativo sobre los impactos y conve-
niencias o inconveniencias de una 
medida, programa o proyecto.

Para garantizar una adecuada partici-
pación de los grupos étnicos o de las 
comunidades indígenas, el Estado 
debe realizar una serie de acciones 
encaminadas a proveer a los grupos 
étnicos consultados de los elementos 
necesarios para que en el proceso sus 
opiniones y planteamientos respecto 

Aclaran los autores que la consulta 
previa se encuentra definida con 
parámetros muy generales y que por 
ello el convenio 169 de la OIT, en su 
artículo 34, la naturaleza y alcance 
debe determinarse con flexibilidad 
en su implementación por cada uno 
de los Estados. En el caso de las medi-
das legislativas, la Corte Constitucio-
nal declaró la ley de desarrollo fores-
tal, el código de minas y el Plan 
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cional que fue la falta de la consulta 
previa con los grupos étnicos que se 
verían afectados. 

Esta consulta que registran los auto-
res inicia su diálogo con un diagnós-
tico de los pueblos indígenas vícti-
mas de la violencia, donde ya existían 
unos avances relacionados con el 
Auto 004 de 2009 promulgado por la 
Corte Constitucional y los documen-
tos realizados por las organizaciones 
indígenas en materia de violaciones a 
los derechos humanos.

Anotan los autores que existió un 
dilema procedimental en el que se 
encontraba la consulta de esta medi-
da legislativa, pues ésta había sido 
radicada en el congreso, por lo que 
podría ser declarada como inexequi-
ble por la Corte Constitucional. El 
movimiento indígena, con los repre-
sentantes del gobierno, propuso un 
mecanismo que no truncara el desa-
rrollo de la ley de víctimas y restitu-
ción de tierras tan esperada por el 
país. Se propuso, por lo tanto, que se 

del proyecto sobre el que se les con-
sulte sean escuchados y tenidos en 
cuenta.

En su lectura del convenio 169 de la 
OIT, considera la autora que “el obje-
to de la consulta tiene un producto 
fundamental: la realización de un 
estudio social, cultural, ambiental y 
espiritual en donde con la participa-
ción de las comunidades indígenas 
afectadas por el proyecto se pueden 
identificar los posibles impactos 
positivos o negativos de este, y sus 
correspondientes medidas de preven-
ción, mitigación, compensación, 
corrección. Este estudio será el insu-
mo fundamental para que el gobierno 
decida o no la realización del proyec-
to teniendo en cuenta la obligación 
constitucional de reconocer y prote-
ger la diversidad étnica y cultural de 
la nación colombiana, representada 
en el caso concreto en el grupo étnico 
o pueblos indígenas consultados” 
(74).

La autora considera que la Corte 
Constitucional ha indicado un cami-
no para la realización de las consulta 
previas: “la consulta se realizará a 
partir de un enfoque metodológico 
participativo, en donde el constante 
diálogo reconozca y busque conver-
gencias entre las visiones de las par-
tes involucradas (comunidades indí-
genas, entidades del Estado y otras 
partes de la sociedad civil interesa-
dos)”. Adicionalmente hace referen-
cia a las dificultades que ha tenido la 
reglamentación de la ley 21 de 1991, 
con el Decreto 1320 de 1998, como 
metodología de implementación para 
garantizar la consulta previa, ya que 
este decreto no fue consultado, aun-

3 Este último fue declarado parcialmente 
inexequible.
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consulta previa al consentimiento 
previo, libre e informado a pueblos 
indígenas en Colombia. Este libro 
resulta ser el más completo realizado 
en Colombia hasta el momento. Con 
él, la autora busca hacer una revisión 
de casos de medidas administrativas 
y legislativas. Su estudio abarca una 
gran cantidad de aspectos referentes 
al derecho de consulta previa, tales 
como los fundamentos jurídicos, la 
implementación de la consulta pre-
via, estudios de casos, limitaciones, 
los asuntos por resolver y realiza unas 
recomendaciones.

La Oficina  del Alto Comisionado de 
Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos publicó unas cartillas reali-
zadas por la investigadora Libia Grue-
so Castelblanco sobre el derecho a la 
consulta previa para pueblos indíge-
nas, comunidades negras, afrodes-
cendientes, raizales y palenqueras. 
En el documento relacionado con los 
pueblos indígenas, la autora hace un 
recorrido por el tema de la consulta 
previa desde  las características y las 
bases jurídicas del derecho a la con-
sulta previa, los instrumentos inter-
nacionales y los derechos relaciona-
dos con este derecho fundamental, 
tales como el derecho a la igualdad y 
el principio de no discriminación, el 
derecho a la integridad cultural, a la 
participación, a decidir sus priorida-
des de desarrollo, el derecho al terri-
torio y al idioma. 

En este documento se hace referen-
cia a diferentes tipos de consulta 
previa: las que requieren licencia 
ambiental y las que no. Nuevamente, 
se hace una reflexión sobre los 
inconvenientes que ha presentado la 

confirieran facultades extraordina-
rias al presidente de la República para 
expedir unos decretos con fuerza de 
ley que desarrollarían el proceso de 
consulta previa en un período de seis 
meses. Esta fue una importante nove-
dad procedimental. 

Anotan los autores que de esta expe-
riencia quedan unos aprendizajes 
para la elaboración de las consultas 
de medidas legislativas, entre los 
cuales se encuentran: una metodolo-
gía, unos conversatorios que permi-
tieron acuerdos y la participación en 
los mismos territorios.

Gloria Amparo Rodríguez y Lina 
María Muñoz Ávila en su libro La 
participación en la gestión ambien-
tal. Un reto para el nuevo milenio 
(2009) abordan ampliamente el tema 
de la participación y el tema del dere-
cho a la consulta previa desde esta 
perspectiva, haciendo énfasis en el 
derecho que asiste a estas comunida-
des a decidir sus propias prioridades 
en lo que atañe a su proceso de desa-
rrollo. La participación como dere-
cho es cardinal en el convenio 169 de 
la Organización Internacional del 
Trabajo para  formular, aplicar y 
evaluar planes y programas de desa-
rrollo nacional y regional suscepti-
bles de afectarles. 

Caracterizan la consulta previa como 
un derecho colectivo que debe ser 
público y cumplir con los principios 
de oportunidad, comunicación inter-
cultural y bilingüismo. Adicional-
mente, la consulta debe realizarse 
sobre medidas administrativas, legis-
lativas o proyectos que puedan afec-
tar a los pueblos indígenas o étnicos.  

reglamentación del derecho a la 
consulta previa a través del Decreto 
1320 de 1998, entre los que mencio-
na el problema del territorio, la difi-
cultad en los mecanismos de infor-
mación, la inaplicabilidad de dicho 
decreto mencionado en sentencias 
de la Corte Constitucional, entre 
otros elementos.

Hace la autora referencia a diferentes 
sentencias de la Corte Constitucional 
buscando hacer un aporte sobre las 
lecciones aprendidas. Concluye el 
documento con algunas propuestas 
para el fortalecimiento del derecho 
de consulta, entre las cuales es impor-
tante destacar la sugerencia de abor-
dar el debate en torno al desarrollo, el 
fortalecimiento del diálogo intercul-
tural y la lucha contra la corrupción.

En el libro El derecho fundamental a 
la consulta previa: línea jurispru-
dencial de la Corte Constitucional en 
la materia (2012), escrito por Olga 
Lucía Gaitán García, se hace una 
sistematización de la amplia juris-
prudencia de la Corte Constitucional 
sobre el derecho a la consulta previa, 
partiendo de las herramientas norma-
tivas internacionales sobre este dere-
cho como son el Convenio 169 de la 
OIT, la Declaración de Naciones 
Unidas para los Derechos de los Pue-
blos Indígenas y los aportes de la 
Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en relación al marco inter-
pretativo y los procedimientos de 
esta Corte. 

Ramón Esteban Laborde en el artícu-
lo “Colombia: la implementación 
del derecho a la consulta previa pre-
visto en el convenio 169 de la OIT”, 

Consideran las autoras que la consul-
ta previa se puede proteger con la 
acción de tutela.

Para las autoras, la consulta previa 
“permite que los grupos étnicos ini-
cian en las decisiones administrati-
vas, legislativas y de otro orden que 
puedan afectarles”. Sin embargo, es 
claro que se debe avanzar frente al 
alcance y contenido del deber de 
consultar, tal y como lo reseñan las 
autoras frente al pronunciamiento de 
la Corte Constitucional.

En este libro, se hace una enumera-
ción de las normas relacionadas con la 
consulta previa, se especifica en qué 
momentos se debe realizar el procedi-
miento de consulta previa, la discu-
sión sobre la obligatoriedad, así como 
una descripción de los participantes y 
sus funciones dentro del proceso. Se 
entiende que es un instrumento para 
reconocer y proteger la diversidad 
étnica y cultural, a través de la garan-
tía del derecho a la participación. 
Mencionan brevemente que la inter-
culturalidad debe ser considerada 
como un criterio fundamental en los 
procedimientos de consulta previa.

Otro aporte importante de este libro 
en el tema del derecho a la consulta 
previa es la relación con los procedi-
mientos de licenciamiento ambiental 
y las actividades realizadas que 
requirieron ese tipo de licenciamien-
tos por parte del Ministerio de 
Ambiente y su Dirección de Licen-
cias Ambientales, como por las Cor-
poraciones Autónomas Regionales. 
Las consultas, licencias, permisos, 
acceso a recursos genéticos, permi-
sos para investigaciones científicas y 

recuerda que cuando se adoptó el 
Convenio 169 de la OIT, el país se 
encontraba realizando la Constitu-
ción de 1991, donde hubo participa-
ción de sectores históricamente mar-
ginados y en proceso de integración a 
la sociedad general. En el proceso de 
la Constituyente, el Constituyente 
indígena Lorenzo Muelas propuso un 
artículo  que buscaba el derecho a la 
objeción cultural de los pueblos indí-
genas referente a los proyectos y 
planes de desarrollo, el cual no fue 
aceptado, y en su lugar fue redactado 
el parágrafo del artículo 330: “La 
explotación de los recursos naturales 
en los territorios indígenas se hará sin 
desmedro a la integridad cultural, 
social y económica de las comunida-
des indígenas…”

Laborde explica también que no 
existe un desarrollo normativo de la 
consulta previa, por lo que ésta se ha 
venido desarrollando a partir de los 
principios jurisprudenciales, con 
énfasis por parte de la Corte Consti-
tucional sobre los siguientes: buena 
fe en el desarrollo del proceso, la 
realización previa y con suficiencia 
de conocimiento, la consulta sobre el 
procedimiento a seguir, la participa-
ción activa y eficaz  del pueblo o la 
comunidad consultada, y que su 
carácter no sea confrontación sino de 
diálogo e interacción entre las partes.

Una de las dificultades en esta mate-
ria es que no se ha desarrollado 
igualmente la reglamentación sobre 
las Entidades Territoriales Indíge-
nas (ETI), lo que afecta a los pue-
blos indígenas en tanto no han 
adquirido aún una real autonomía 
administrativa. 

planes de manejo, hacen parte de la 
gama de acciones que deben realizar 
un proceso de consulta previa.

En el artículo “El papel de la consulta 
previa en la pervivencia de los pue-
blos indígenas y demás grupos étni-

 cos en Colombia” (2009),  Gloria 
Amparo Rodríguez evidencia los 
problemas en el desarrollo de las 
consultas previas y hace una refle-
xión sobre la importancia de este 
derecho para garantizar la perviven-
cia e involucrar otras visiones de 
desarrollo.

Como problemáticas, enuncia que las 
comunidades étnicas no han tenido la 
oportunidad de ser escuchadas de 
manera efectiva en los procesos de 
consulta previa, que la implementación 
de estos procesos busca únicamente la 
viabilidad de los proyectos, que la 
reglamentación de la consulta previa se 
ha realizado a través de normas que no 
han sido consultadas, muchas veces no 
respeta los tiempos que requieren las 
comunidades para realizar el procedi-
miento, y que hay problemas en los 
reconocimientos tanto de autoridades 
como de territorios.

La autora sostiene que la consulta 
previa está relacionada con el dere-
cho a la participación, con el consen-
timiento a la libre determinación y 
que los Estados deben avanzar en 
este reconocimiento que se consagra 
en la Declaración de Naciones Uni-
das para los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, lo que significa el derecho 
al veto en los diferentes proyectos.

Gloria Amparo Rodríguez (2014) 
aporta un nuevo libro que titula De la 
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consulta previa al consentimiento 
previo, libre e informado a pueblos 
indígenas en Colombia. Este libro 
resulta ser el más completo realizado 
en Colombia hasta el momento. Con 
él, la autora busca hacer una revisión 
de casos de medidas administrativas 
y legislativas. Su estudio abarca una 
gran cantidad de aspectos referentes 
al derecho de consulta previa, tales 
como los fundamentos jurídicos, la 
implementación de la consulta pre-
via, estudios de casos, limitaciones, 
los asuntos por resolver y realiza unas 
recomendaciones.

La Oficina  del Alto Comisionado de 
Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos publicó unas cartillas reali-
zadas por la investigadora Libia Grue-
so Castelblanco sobre el derecho a la 
consulta previa para pueblos indíge-
nas, comunidades negras, afrodes-
cendientes, raizales y palenqueras. 
En el documento relacionado con los 
pueblos indígenas, la autora hace un 
recorrido por el tema de la consulta 
previa desde  las características y las 
bases jurídicas del derecho a la con-
sulta previa, los instrumentos inter-
nacionales y los derechos relaciona-
dos con este derecho fundamental, 
tales como el derecho a la igualdad y 
el principio de no discriminación, el 
derecho a la integridad cultural, a la 
participación, a decidir sus priorida-
des de desarrollo, el derecho al terri-
torio y al idioma. 

En este documento se hace referen-
cia a diferentes tipos de consulta 
previa: las que requieren licencia 
ambiental y las que no. Nuevamente, 
se hace una reflexión sobre los 
inconvenientes que ha presentado la 

confirieran facultades extraordina-
rias al presidente de la República para 
expedir unos decretos con fuerza de 
ley que desarrollarían el proceso de 
consulta previa en un período de seis 
meses. Esta fue una importante nove-
dad procedimental. 

Anotan los autores que de esta expe-
riencia quedan unos aprendizajes 
para la elaboración de las consultas 
de medidas legislativas, entre los 
cuales se encuentran: una metodolo-
gía, unos conversatorios que permi-
tieron acuerdos y la participación en 
los mismos territorios.

Gloria Amparo Rodríguez y Lina 
María Muñoz Ávila en su libro La 
participación en la gestión ambien-
tal. Un reto para el nuevo milenio 
(2009) abordan ampliamente el tema 
de la participación y el tema del dere-
cho a la consulta previa desde esta 
perspectiva, haciendo énfasis en el 
derecho que asiste a estas comunida-
des a decidir sus propias prioridades 
en lo que atañe a su proceso de desa-
rrollo. La participación como dere-
cho es cardinal en el convenio 169 de 
la Organización Internacional del 
Trabajo para  formular, aplicar y 
evaluar planes y programas de desa-
rrollo nacional y regional suscepti-
bles de afectarles. 

Caracterizan la consulta previa como 
un derecho colectivo que debe ser 
público y cumplir con los principios 
de oportunidad, comunicación inter-
cultural y bilingüismo. Adicional-
mente, la consulta debe realizarse 
sobre medidas administrativas, legis-
lativas o proyectos que puedan afec-
tar a los pueblos indígenas o étnicos.  

reglamentación del derecho a la 
consulta previa a través del Decreto 
1320 de 1998, entre los que mencio-
na el problema del territorio, la difi-
cultad en los mecanismos de infor-
mación, la inaplicabilidad de dicho 
decreto mencionado en sentencias 
de la Corte Constitucional, entre 
otros elementos.

Hace la autora referencia a diferentes 
sentencias de la Corte Constitucional 
buscando hacer un aporte sobre las 
lecciones aprendidas. Concluye el 
documento con algunas propuestas 
para el fortalecimiento del derecho 
de consulta, entre las cuales es impor-
tante destacar la sugerencia de abor-
dar el debate en torno al desarrollo, el 
fortalecimiento del diálogo intercul-
tural y la lucha contra la corrupción.

En el libro El derecho fundamental a 
la consulta previa: línea jurispru-
dencial de la Corte Constitucional en 
la materia (2012), escrito por Olga 
Lucía Gaitán García, se hace una 
sistematización de la amplia juris-
prudencia de la Corte Constitucional 
sobre el derecho a la consulta previa, 
partiendo de las herramientas norma-
tivas internacionales sobre este dere-
cho como son el Convenio 169 de la 
OIT, la Declaración de Naciones 
Unidas para los Derechos de los Pue-
blos Indígenas y los aportes de la 
Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en relación al marco inter-
pretativo y los procedimientos de 
esta Corte. 

Ramón Esteban Laborde en el artícu-
lo “Colombia: la implementación 
del derecho a la consulta previa pre-
visto en el convenio 169 de la OIT”, 

Consideran las autoras que la consul-
ta previa se puede proteger con la 
acción de tutela.

Para las autoras, la consulta previa 
“permite que los grupos étnicos ini-
cian en las decisiones administrati-
vas, legislativas y de otro orden que 
puedan afectarles”. Sin embargo, es 
claro que se debe avanzar frente al 
alcance y contenido del deber de 
consultar, tal y como lo reseñan las 
autoras frente al pronunciamiento de 
la Corte Constitucional.

En este libro, se hace una enumera-
ción de las normas relacionadas con la 
consulta previa, se especifica en qué 
momentos se debe realizar el procedi-
miento de consulta previa, la discu-
sión sobre la obligatoriedad, así como 
una descripción de los participantes y 
sus funciones dentro del proceso. Se 
entiende que es un instrumento para 
reconocer y proteger la diversidad 
étnica y cultural, a través de la garan-
tía del derecho a la participación. 
Mencionan brevemente que la inter-
culturalidad debe ser considerada 
como un criterio fundamental en los 
procedimientos de consulta previa.

Otro aporte importante de este libro 
en el tema del derecho a la consulta 
previa es la relación con los procedi-
mientos de licenciamiento ambiental 
y las actividades realizadas que 
requirieron ese tipo de licenciamien-
tos por parte del Ministerio de 
Ambiente y su Dirección de Licen-
cias Ambientales, como por las Cor-
poraciones Autónomas Regionales. 
Las consultas, licencias, permisos, 
acceso a recursos genéticos, permi-
sos para investigaciones científicas y 

recuerda que cuando se adoptó el 
Convenio 169 de la OIT, el país se 
encontraba realizando la Constitu-
ción de 1991, donde hubo participa-
ción de sectores históricamente mar-
ginados y en proceso de integración a 
la sociedad general. En el proceso de 
la Constituyente, el Constituyente 
indígena Lorenzo Muelas propuso un 
artículo  que buscaba el derecho a la 
objeción cultural de los pueblos indí-
genas referente a los proyectos y 
planes de desarrollo, el cual no fue 
aceptado, y en su lugar fue redactado 
el parágrafo del artículo 330: “La 
explotación de los recursos naturales 
en los territorios indígenas se hará sin 
desmedro a la integridad cultural, 
social y económica de las comunida-
des indígenas…”

Laborde explica también que no 
existe un desarrollo normativo de la 
consulta previa, por lo que ésta se ha 
venido desarrollando a partir de los 
principios jurisprudenciales, con 
énfasis por parte de la Corte Consti-
tucional sobre los siguientes: buena 
fe en el desarrollo del proceso, la 
realización previa y con suficiencia 
de conocimiento, la consulta sobre el 
procedimiento a seguir, la participa-
ción activa y eficaz  del pueblo o la 
comunidad consultada, y que su 
carácter no sea confrontación sino de 
diálogo e interacción entre las partes.

Una de las dificultades en esta mate-
ria es que no se ha desarrollado 
igualmente la reglamentación sobre 
las Entidades Territoriales Indíge-
nas (ETI), lo que afecta a los pue-
blos indígenas en tanto no han 
adquirido aún una real autonomía 
administrativa. 

planes de manejo, hacen parte de la 
gama de acciones que deben realizar 
un proceso de consulta previa.

En el artículo “El papel de la consulta 
previa en la pervivencia de los pue-
blos indígenas y demás grupos étni-

 cos en Colombia” (2009),  Gloria 
Amparo Rodríguez evidencia los 
problemas en el desarrollo de las 
consultas previas y hace una refle-
xión sobre la importancia de este 
derecho para garantizar la perviven-
cia e involucrar otras visiones de 
desarrollo.

Como problemáticas, enuncia que las 
comunidades étnicas no han tenido la 
oportunidad de ser escuchadas de 
manera efectiva en los procesos de 
consulta previa, que la implementación 
de estos procesos busca únicamente la 
viabilidad de los proyectos, que la 
reglamentación de la consulta previa se 
ha realizado a través de normas que no 
han sido consultadas, muchas veces no 
respeta los tiempos que requieren las 
comunidades para realizar el procedi-
miento, y que hay problemas en los 
reconocimientos tanto de autoridades 
como de territorios.

La autora sostiene que la consulta 
previa está relacionada con el dere-
cho a la participación, con el consen-
timiento a la libre determinación y 
que los Estados deben avanzar en 
este reconocimiento que se consagra 
en la Declaración de Naciones Uni-
das para los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, lo que significa el derecho 
al veto en los diferentes proyectos.

Gloria Amparo Rodríguez (2014) 
aporta un nuevo libro que titula De la 
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Finalmente, Laborde hace referencia 
a las medidas legislativas que fueron 
demandas por carecer de consulta 
previa y la propuesta del Centro de 
Investigaciones Sociojurídicas Cijus. 
El autor hace un breve recuento de la 
propuesta, empezando por el objeto, 
los principios que rigen esta propuesta 
de ley, quiénes son las partes del pro-
ceso, cómo se debe realizar la partici-
pación y qué efectos debe tener.

Rosembert Ariza Santamaría en su 
artículo “Consulta Previa: Dilemas 
en el ejercicio de un derecho” (2012) 
presenta los aportes jurídicos en el 
desarrollo del derecho a la consulta 
previa y los dilemas que enfrentan las 
comunidades étnicas. Para Ariza, uno 
de los elementos fundamentales de 
este derecho es el desarrollo de quién 
resulta ser un sujeto colectivo, bien 
sea la comunidad o pueblo, y quién es 
consultado a través de un órgano 
representativo.

Ariza considera que las sentencias de 
la Corte Constitucional han empeora-
do la conflictividad en el país, pues 
no se llega a un ejercicio a profundi-
dad. La consulta de fondo debe bus-
car determinar cómo el proyecto 
afectará a las comunidades y debe 
establecerse un plan de manejo que 
contemple medidas para mitigar, 
corregir y compensar dichos impac-
tos. Adicionalmente, la jurispruden-
cia habla de la participación activa de 
las comunidades, con espacio para 
analizar, con suficientes elementos 
de juicio para concertar y evaluar las 
consecuencias que puedan tener estos 
proyectos o medidas en su estructura 
sociocultural y económica.

El informe del consejo de derechos 
humanos de las Naciones Unidas 
define los siguientes criterios como el 
camino a la garantía del derecho a la 
consulta previa y las buenas prácticas 
que permiten mejorar la participación 
de los pueblos indígenas en la adop-
ción de las decisiones: reconocer que 
los pueblos indígenas influyen en el 
resultado de las decisiones que los 
afectan y hacer efectivo el derecho de 
los pueblos a la libre determinación.

Insiste Ariza en que el procedimiento 
adecuado debe dar cabida a la expre-
sión plena de las opiniones de los 
pueblos indígenas, y que puedan 
influir en el resultado y llegar a un 
consenso, buena fe, confianza mutua 
y transparencia. Adicionalmente, 
menciona que la Sentencia T 129 de 
2011 de la Corte Constitucional de 
Colombia pide reforzar la protección 
de los pueblos indígenas conforme a 
la declaración de Naciones Unidas 
sobre los derechos de los pueblos 
indígenas. Por otra parte, la Sentencia 
t 769 de 2009 aclara que en planes de 
desarrollo o inversión a gran escala 
debe no solo consultarse a estos pue-
blos, sino tener su consentimiento.

La consulta como veto o la consulta 
como mera información, son dos 
posiciones que se concilian según la 
Corte Constitucional determinando 
la medida menos lesiva para la pro-
tección de las comunidades, recono-
ciendo que lo que está en juego es el 
presente y el futuro de un pueblo, su 
autodeterminación y su existencia 
física y cultural.

No es posible determinar un tiempo 
único para el consentimiento. Homo-

geneizar este tipo de procedimientos 
desconoce el respeto por la diferencia 
y circunstancias distintas de las comu-
nidades. El proceso debe iniciarse en 
los estudios de prefactibilidad y pla-
neación, y no entenderse como un 
obstáculo sino como la oportunidad 
de desarrollar un diálogo entre igua-
les. Debe consultarse sobre muchas 
otras medidas que puedan afectar a 
las comunidades étnicas e ir al cum-
plimiento del convenio 169 que seña-
la que los pueblos pueden participar 
en la utilización, administración y 
conservación de dichos recursos y de 
los beneficios que reporten dichas 
actividades, y gestar medidas para 
mitigar, compensar o reparar las afec-
taciones.

El Estado y los concesionarios deben 
irradiar el derecho fundamental a la 
consulta previa desde la etapa de 
planificación del proyecto y debe 
estar enfocada a conseguir el consen-
timiento e insistir en la participación 
de los recursos derivados de los pro-
yectos.

Ariza nos proporciona el siguiente 
listado de los criterios jurispruden-
ciales para la aplicación de la consul-
ta previa:

· El derecho a la consulta previa es 
fundamental, tanto en proyección 
como implementación. 

· Desde la perspectiva jurispruden-
cial, el derecho a la consulta pre-
via no admite posturas adversaria-
les o de confrontación durante el 
proceso.

· Se caracteriza por ser un diálogo 
entre iguales en medio de las dife-
rencias.

· No se asimila la consulta previa a 
un simple trámite administrativo, 
a reuniones  o actuaciones afines.

· Las relaciones de comunicación 
deben estar basadas en el principio 
de buena fe.

· Se deben ponderar las circunstan-
cias específicas de cada grupo y la 
importancia para este de su territo-
rio y sus recursos.

· Debe darse un enfoque diferencial 
según las particularidades de cada 
grupo étnico y sus costumbres, en 
especial en la etapa de planifica-
ción y prefactibilidad.

· Es obligatorio definir el procedi-
miento a seguir en un proceso 
preconsultivo y posconsultivo. 

· Deben hacerse revisiones a corto, 
mediano y largo plazo.

· Debe existir una ponderación de 
los intereses en las limitaciones 
constitucionales imperiosas.

· En los tres casos mencionados por 
la Corte Constitucional debe exis-
tir el consentimiento.

· En caso de que todas las alternati-
vas sean perjudiciales, deberán 
protegerse los derechos de las 
comunidades étnicas bajo la inter-
pretación del principio pro homine.

· Debe existir el control de las 
autoridades en materia ambiental 
y arqueológica.

· Es obligatorio el acompañamiento 
de la Defensoría del Pueblo y la 
Procuraduría General de la 
Nación y el posible acompaña-
miento de organismos internacio-

nales orientados a prevenir y pro-
teger los derechos de las comuni-
dades.

· Ni la realización de la consulta 
previa, ni el consentimiento justi-
fican  la violación material futura 
de los derechos fundamentales de 
los grupos afectados; el Estado 
será responsable en dichos casos.

Para Ariza, existen los siguientes 
dilemas en la garantía del derecho a 
la consulta previa:

1. Falta de efectividad. El gobierno lo 
trata como un trámite legal que hay 
que superar, se da paso a peligrosas 
prácticas que ponen en entredicho las 
consultas realizadas y los procesos en 
general.

2. Existe una maximización del dere-
cho, es decir que los asesores buscan 
siempre llegar al consentimiento. 
Según el autor la posición contraria 
busca minimizar el derecho a la con-
sulta vía una reglamentación pro-
puesta por el gobierno.

3. En el caso de la ley de víctimas, 
los pueblos y comunidades étnicas 
no podrían ir en contra del sentir 
nacional. Por ello, la consulta se 
resolvió a posteriori. “A esto se 
redujo la consulta: un mero asunto 
de trámite legislativo que se puede 
subsanar para evitar la declaratoria 
de inconstitucionalidad. Las mino-
rías, los pueblos y sus organizacio-
nes son conscientes del costo del 
acuerdo con la Unidad Nacional del 
actual gobierno. El sentido común 

lo expresa mejor: hecha la ley, hecha 
la trampa” (Ariza, 2012, 298).

4. Existe una asimetría en la concep-
ción hegemónica del desarrollo, 
nociones diferentes de riqueza y 
pobreza que imponen una lógica de 
progreso que no involucra otras 
visiones; esto no se discute en los 
procesos de consulta previa. Por 
ejemplo, en la negociación se lleva a 
las comunidades a probar material-
mente sus cosmovisiones; como 
probar sitios de pagamento o espiri-
tuales. Se pregunta el autor ¿por qué 
no se piden las pruebas de la existen-
cia del dios cristiano? 

Lo más grave, considera Ariza, es el 
sometimiento de comunidades a 
procesos de consulta previa cuando 
están pasando por una situación de 
vulnerabilidad y riesgo en su pervi-
vencia física y cultural. Medidas 
como el Auto 004 de la Corte Cons-
titucional y la creación de los planes 
de salvaguarda no paran la extinción 
de los pueblos.

Existe una trampa legal, pues la 
consulta previa está atrapada en la 
retórica legal y tiene muy poca 
receptividad en el discurso social, 
para lo que se requieren procedi-
mientos adecuados. Existe un trámi-
te formal que se recoge en la Directi-
va 001 de 2010, donde se propone el 
acompañamiento de la dirección de 
acceso a la justicia. Sin embargo, 
anota que existía una debilidad ins-
titucional del grupo de consulta 
previa que no poseía capacidad polí-
tica, ni fuerza técnica, ni recursos 
para encarar el tránsito de la loco-
motara minera.
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Finalmente, Laborde hace referencia 
a las medidas legislativas que fueron 
demandas por carecer de consulta 
previa y la propuesta del Centro de 
Investigaciones Sociojurídicas Cijus. 
El autor hace un breve recuento de la 
propuesta, empezando por el objeto, 
los principios que rigen esta propuesta 
de ley, quiénes son las partes del pro-
ceso, cómo se debe realizar la partici-
pación y qué efectos debe tener.

Rosembert Ariza Santamaría en su 
artículo “Consulta Previa: Dilemas 
en el ejercicio de un derecho” (2012) 
presenta los aportes jurídicos en el 
desarrollo del derecho a la consulta 
previa y los dilemas que enfrentan las 
comunidades étnicas. Para Ariza, uno 
de los elementos fundamentales de 
este derecho es el desarrollo de quién 
resulta ser un sujeto colectivo, bien 
sea la comunidad o pueblo, y quién es 
consultado a través de un órgano 
representativo.

Ariza considera que las sentencias de 
la Corte Constitucional han empeora-
do la conflictividad en el país, pues 
no se llega a un ejercicio a profundi-
dad. La consulta de fondo debe bus-
car determinar cómo el proyecto 
afectará a las comunidades y debe 
establecerse un plan de manejo que 
contemple medidas para mitigar, 
corregir y compensar dichos impac-
tos. Adicionalmente, la jurispruden-
cia habla de la participación activa de 
las comunidades, con espacio para 
analizar, con suficientes elementos 
de juicio para concertar y evaluar las 
consecuencias que puedan tener estos 
proyectos o medidas en su estructura 
sociocultural y económica.

El informe del consejo de derechos 
humanos de las Naciones Unidas 
define los siguientes criterios como el 
camino a la garantía del derecho a la 
consulta previa y las buenas prácticas 
que permiten mejorar la participación 
de los pueblos indígenas en la adop-
ción de las decisiones: reconocer que 
los pueblos indígenas influyen en el 
resultado de las decisiones que los 
afectan y hacer efectivo el derecho de 
los pueblos a la libre determinación.

Insiste Ariza en que el procedimiento 
adecuado debe dar cabida a la expre-
sión plena de las opiniones de los 
pueblos indígenas, y que puedan 
influir en el resultado y llegar a un 
consenso, buena fe, confianza mutua 
y transparencia. Adicionalmente, 
menciona que la Sentencia T 129 de 
2011 de la Corte Constitucional de 
Colombia pide reforzar la protección 
de los pueblos indígenas conforme a 
la declaración de Naciones Unidas 
sobre los derechos de los pueblos 
indígenas. Por otra parte, la Sentencia 
t 769 de 2009 aclara que en planes de 
desarrollo o inversión a gran escala 
debe no solo consultarse a estos pue-
blos, sino tener su consentimiento.

La consulta como veto o la consulta 
como mera información, son dos 
posiciones que se concilian según la 
Corte Constitucional determinando 
la medida menos lesiva para la pro-
tección de las comunidades, recono-
ciendo que lo que está en juego es el 
presente y el futuro de un pueblo, su 
autodeterminación y su existencia 
física y cultural.

No es posible determinar un tiempo 
único para el consentimiento. Homo-

geneizar este tipo de procedimientos 
desconoce el respeto por la diferencia 
y circunstancias distintas de las comu-
nidades. El proceso debe iniciarse en 
los estudios de prefactibilidad y pla-
neación, y no entenderse como un 
obstáculo sino como la oportunidad 
de desarrollar un diálogo entre igua-
les. Debe consultarse sobre muchas 
otras medidas que puedan afectar a 
las comunidades étnicas e ir al cum-
plimiento del convenio 169 que seña-
la que los pueblos pueden participar 
en la utilización, administración y 
conservación de dichos recursos y de 
los beneficios que reporten dichas 
actividades, y gestar medidas para 
mitigar, compensar o reparar las afec-
taciones.

El Estado y los concesionarios deben 
irradiar el derecho fundamental a la 
consulta previa desde la etapa de 
planificación del proyecto y debe 
estar enfocada a conseguir el consen-
timiento e insistir en la participación 
de los recursos derivados de los pro-
yectos.

Ariza nos proporciona el siguiente 
listado de los criterios jurispruden-
ciales para la aplicación de la consul-
ta previa:

· El derecho a la consulta previa es 
fundamental, tanto en proyección 
como implementación. 

· Desde la perspectiva jurispruden-
cial, el derecho a la consulta pre-
via no admite posturas adversaria-
les o de confrontación durante el 
proceso.

· Se caracteriza por ser un diálogo 
entre iguales en medio de las dife-
rencias.

· No se asimila la consulta previa a 
un simple trámite administrativo, 
a reuniones  o actuaciones afines.

· Las relaciones de comunicación 
deben estar basadas en el principio 
de buena fe.

· Se deben ponderar las circunstan-
cias específicas de cada grupo y la 
importancia para este de su territo-
rio y sus recursos.

· Debe darse un enfoque diferencial 
según las particularidades de cada 
grupo étnico y sus costumbres, en 
especial en la etapa de planifica-
ción y prefactibilidad.

· Es obligatorio definir el procedi-
miento a seguir en un proceso 
preconsultivo y posconsultivo. 

· Deben hacerse revisiones a corto, 
mediano y largo plazo.

· Debe existir una ponderación de 
los intereses en las limitaciones 
constitucionales imperiosas.

· En los tres casos mencionados por 
la Corte Constitucional debe exis-
tir el consentimiento.

· En caso de que todas las alternati-
vas sean perjudiciales, deberán 
protegerse los derechos de las 
comunidades étnicas bajo la inter-
pretación del principio pro homine.

· Debe existir el control de las 
autoridades en materia ambiental 
y arqueológica.

· Es obligatorio el acompañamiento 
de la Defensoría del Pueblo y la 
Procuraduría General de la 
Nación y el posible acompaña-
miento de organismos internacio-

nales orientados a prevenir y pro-
teger los derechos de las comuni-
dades.

· Ni la realización de la consulta 
previa, ni el consentimiento justi-
fican  la violación material futura 
de los derechos fundamentales de 
los grupos afectados; el Estado 
será responsable en dichos casos.

Para Ariza, existen los siguientes 
dilemas en la garantía del derecho a 
la consulta previa:

1. Falta de efectividad. El gobierno lo 
trata como un trámite legal que hay 
que superar, se da paso a peligrosas 
prácticas que ponen en entredicho las 
consultas realizadas y los procesos en 
general.

2. Existe una maximización del dere-
cho, es decir que los asesores buscan 
siempre llegar al consentimiento. 
Según el autor la posición contraria 
busca minimizar el derecho a la con-
sulta vía una reglamentación pro-
puesta por el gobierno.

3. En el caso de la ley de víctimas, 
los pueblos y comunidades étnicas 
no podrían ir en contra del sentir 
nacional. Por ello, la consulta se 
resolvió a posteriori. “A esto se 
redujo la consulta: un mero asunto 
de trámite legislativo que se puede 
subsanar para evitar la declaratoria 
de inconstitucionalidad. Las mino-
rías, los pueblos y sus organizacio-
nes son conscientes del costo del 
acuerdo con la Unidad Nacional del 
actual gobierno. El sentido común 

lo expresa mejor: hecha la ley, hecha 
la trampa” (Ariza, 2012, 298).

4. Existe una asimetría en la concep-
ción hegemónica del desarrollo, 
nociones diferentes de riqueza y 
pobreza que imponen una lógica de 
progreso que no involucra otras 
visiones; esto no se discute en los 
procesos de consulta previa. Por 
ejemplo, en la negociación se lleva a 
las comunidades a probar material-
mente sus cosmovisiones; como 
probar sitios de pagamento o espiri-
tuales. Se pregunta el autor ¿por qué 
no se piden las pruebas de la existen-
cia del dios cristiano? 

Lo más grave, considera Ariza, es el 
sometimiento de comunidades a 
procesos de consulta previa cuando 
están pasando por una situación de 
vulnerabilidad y riesgo en su pervi-
vencia física y cultural. Medidas 
como el Auto 004 de la Corte Cons-
titucional y la creación de los planes 
de salvaguarda no paran la extinción 
de los pueblos.

Existe una trampa legal, pues la 
consulta previa está atrapada en la 
retórica legal y tiene muy poca 
receptividad en el discurso social, 
para lo que se requieren procedi-
mientos adecuados. Existe un trámi-
te formal que se recoge en la Directi-
va 001 de 2010, donde se propone el 
acompañamiento de la dirección de 
acceso a la justicia. Sin embargo, 
anota que existía una debilidad ins-
titucional del grupo de consulta 
previa que no poseía capacidad polí-
tica, ni fuerza técnica, ni recursos 
para encarar el tránsito de la loco-
motara minera.
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profundas de la multiculturalidad 
constitucional. Algunas opiniones 
arraigadas a modelos estatales 
bizantinos consideran que la multi-
culturalidad y la implementación de 
procedimientos como la consulta 
previa, son peligrosos a sus intere-
ses, pues cuestionan la hegemonía 
de ciertas clases en la toma de deci-
siones en el Estado. Pero más allá de 
estas valoraciones, lo cierto es que 
pensar la multiculturalidad no 
como un lugar deseado, sino como 
una acción o como una realidad, 
implica hacer transformaciones 
profundas en una sociedad que aún 
tiene problemas serios de racismo, 
exclusión, lo que la Constitución 
política de Colombia llamó desi-
gualdades estructurales. 

Veamos, entonces, con un poco más 
en detalle algunas de las problemáti-
cas desde diferentes campos del cono-
cimiento:

En el campo jurídico, hemos identi-
ficado que los decretos reglamenta-
rios no han sido pensados para garan-
tizar derechos, sino más bien para 
agilizar trámites. Trámites pensados 
a medias y dirigidos a sectores econó-
micos específicos.

Dentro del desarrollo normativo, que 
incluye los decretos y las directivas, 
no se han abordado aspectos necesa-
rios como los límites y los alcances de 
la consulta previa, asunto que se ha 
dejado a manos de la Corte Constitu-
cional. Las determinaciones que 
realiza la Corte son lentas y existen 
demasiadas situaciones que requie-
ren acciones urgentes, las cuales no 
tienen solución con los “decretos 
etnocidas”.

Nos recuerda Ariza que en la ley 1437 
de 2011, código de procedimiento 
administrativo y de lo contencioso 
administrativo, se establece la obli-
gatoriedad de la consulta previa en la 
decisión administrativa. Es una ley 
que no resuelve las particularidades 
culturales, ni compagina visiones de 
planes de vida o de desarrollo.

Y para finalizar, Ariza nos deja con 
los siguientes interrogante:

¿La Corte Constitucional deberá 
ampliar si no hay eficacia y efectivi-
dad en la garantía del proceso de 
consulta previa por parte del gobier-
no?

¿Es la ley de consulta previa la llama-
da a resolver los diferentes dilemas o 
profundizará las asimetrías existen-
tes en la práctica?

¿Qué otras alternativas hay al ejerci-
cio jurídico para garantizar el dere-
cho a la consulta previa, si ésta des-
moviliza la lucha social y coapta 
líderes?

¿Se ejerce un uso doble de la legali-
dad por parte del Estado y las empre-
sas creando la ineficiencia legal?

Si hay un doble uso legal por parte de 
las comunidades y sus representan-
tes, ¿en qué marco jurídico se puede 
basar para lograr coherencia institu-
cional, legal, política y social?

2. Algunas aristas o 
problemáticas de la 

4
consulta previa

En esta segunda parte de este escrito 
me permito hacer unas pocas reflexio-
nes que vinculan algunos asuntos 
relacionados con las problemáticas 
jurídicas, políticas, económicas, 

Es preocupante que el último decreto 
del 20 de noviembre de 2013, haya 
creado un protocolo de coordinación 
interinstitucional para los llamados 
proyectos prioritarios (PINES), sin 
resolver ninguno de los problemas 
jurídicos que presentan las reglamen-
taciones expedidas, atrasando así las 
agendas de otros procesos que vienen 
en marcha, pues hasta que estos pro-
cesos no se encuentren dentro de los 
“proyectos elegidos”, seguirán ado-
leciendo de la falta de coordinación 
interinstitucional.

Continúan existiendo las ambigüeda-
des en definiciones y procedimien-
tos, como por ejemplo la emisión de 
conceptos que no obligan a ser acata-
dos para dar curso a un proceso de 
consulta previa. La emisión de 
dichos conceptos depende de los 
criterios subjetivos del funcionario 
encargado, criterios que pueden no 
propender por un equilibrio, criterios 
que se posicionan desde una sola área 
del conocimiento.

Según algunos expertos que han 
acompañado a las organizaciones 
indígenas, a las organizaciones de las 
comunidades negras, al Estado y a las 
empresas, estas ambigüedades hacen 
parte del reino de la política y afir-
man que existen normas suficientes 
para garantizar el derecho a la con-
sulta previa.

Hace algún tiempo nos dimos a la 
tarea de plantear una ley que diera 
mayores fortalezas y restara ambi-
güedades a la institucionalidad para 
garantizar el derecho a la consulta 
previa. Dicha propuesta dio mucho 
de qué hablar pero nunca logró ser 
discutida con los grupos étnicos, ni 

avanzar sobre las problemáticas 
relacionadas con el derecho a la con-
sulta previa. En las acciones que 
buscan fortalecer la garantía de dere-
chos a grupo étnicos, se han hecho 
miles de propuestas que han quedado 
silenciadas y que solo habitan en la 
memoria de algunos pocos valientes 
como fantasmas de escuelas anti-
guas. 

No es mi interés narrar las acciones 
fallidas, ni los importantes aprendi-
zajes que hubo de éstas, sino volver a 
enfatizar que existen asuntos jurídi-
cos que es necesario resolver y que en 
la experiencia de la creación de esa 
propuesta de ley se pusieron sobre la 
mesa los dilemas jurídicos de las 
instituciones, a los cuales aún no se 
ha dado respuesta con los decretos y 
con  las directivas expedidas.

 Siguen flotando en el ambiente pre-
guntas como ¿qué tipo de acción 
coactiva puede realizar la institucio-
nalidad cuando se incumplen los 
acuerdos de las consultas previas? 
¿Cómo pueden operar las Jurisdic-
ciones especiales cuando se cometan 
crímenes asociados a la implementa-
ción de estos proyectos en los territo-
rios? ¿Cómo sería un marco legal 
para desarrollar la repartición justa y 
equitativa de las ganancias de las 
explotaciones a que tienen derecho 
las comunidades? 

En cuanto el ámbito político, en 
Colombia es el Ministerio del Inte-
rior el encargado de direccionar la 
política relacionada con los grupos 
étnicos del país; sin embargo, 
muchas instituciones han decidido 
abrir espacio en sus estructuras insti-
tucionales para la atención a los pro-

ambientales y sociales asociadas al 
derecho fundamental a la consulta 
previa, y finalizar con algunas aprecia-
ciones en relación a la formación aca-
démica que implica la interdisciplina-
riedad para la garantía del derecho.

Existen múltiples problemas en torno 
a la garantía del derecho fundamental 
a la consulta previa, tales como pug-
nas por el utilización del subsuelo, 
conflictos por los usos de los recursos 
naturales renovables y no renova-
bles, despojos territoriales en la 
implementación de proyectos 
agroindustriales y mineros, incre-
mento de las violencias en los territo-
rios colectivos, dificultades procedi-
mentales, escasa comprensión de las 
reglas con las que debe operar la 
institucionalidad para la garantía del 
derecho, la falta de comprensión 
sobre conceptos como la integralidad 
de los derechos de los grupos étnicos 
y una muy escasa formación de los 
funcionarios en asuntos como la 
interdisciplinariedad y la intercultu-
ralidad. Los procedimientos son 
interpretados a voluntad del funcio-
nario encargado, situación que pro-
fundiza un caos conceptual, pues no 
hay consenso frente a elementos 
básicos; como, por ejemplo, la forma 
de elaborar una metodología de tra-
bajo para el desarrollo de un proceso 
de consulta previa. Se presenta tam-
bién una débil lectura del territorio, lo 
que termina generando violación al 
derecho de consulta y al derecho al 
territorio.

La consulta previa ha sido un dere-
cho que ha cuestionado a la socie-
dad general en diferentes aspectos y 
ha puesto a debatir en la acción 
misma del Estado las implicaciones 
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profundas de la multiculturalidad 
constitucional. Algunas opiniones 
arraigadas a modelos estatales 
bizantinos consideran que la multi-
culturalidad y la implementación de 
procedimientos como la consulta 
previa, son peligrosos a sus intere-
ses, pues cuestionan la hegemonía 
de ciertas clases en la toma de deci-
siones en el Estado. Pero más allá de 
estas valoraciones, lo cierto es que 
pensar la multiculturalidad no 
como un lugar deseado, sino como 
una acción o como una realidad, 
implica hacer transformaciones 
profundas en una sociedad que aún 
tiene problemas serios de racismo, 
exclusión, lo que la Constitución 
política de Colombia llamó desi-
gualdades estructurales. 

Veamos, entonces, con un poco más 
en detalle algunas de las problemáti-
cas desde diferentes campos del cono-
cimiento:

En el campo jurídico, hemos identi-
ficado que los decretos reglamenta-
rios no han sido pensados para garan-
tizar derechos, sino más bien para 
agilizar trámites. Trámites pensados 
a medias y dirigidos a sectores econó-
micos específicos.

Dentro del desarrollo normativo, que 
incluye los decretos y las directivas, 
no se han abordado aspectos necesa-
rios como los límites y los alcances de 
la consulta previa, asunto que se ha 
dejado a manos de la Corte Constitu-
cional. Las determinaciones que 
realiza la Corte son lentas y existen 
demasiadas situaciones que requie-
ren acciones urgentes, las cuales no 
tienen solución con los “decretos 
etnocidas”.

Nos recuerda Ariza que en la ley 1437 
de 2011, código de procedimiento 
administrativo y de lo contencioso 
administrativo, se establece la obli-
gatoriedad de la consulta previa en la 
decisión administrativa. Es una ley 
que no resuelve las particularidades 
culturales, ni compagina visiones de 
planes de vida o de desarrollo.

Y para finalizar, Ariza nos deja con 
los siguientes interrogante:

¿La Corte Constitucional deberá 
ampliar si no hay eficacia y efectivi-
dad en la garantía del proceso de 
consulta previa por parte del gobier-
no?

¿Es la ley de consulta previa la llama-
da a resolver los diferentes dilemas o 
profundizará las asimetrías existen-
tes en la práctica?

¿Qué otras alternativas hay al ejerci-
cio jurídico para garantizar el dere-
cho a la consulta previa, si ésta des-
moviliza la lucha social y coapta 
líderes?

¿Se ejerce un uso doble de la legali-
dad por parte del Estado y las empre-
sas creando la ineficiencia legal?

Si hay un doble uso legal por parte de 
las comunidades y sus representan-
tes, ¿en qué marco jurídico se puede 
basar para lograr coherencia institu-
cional, legal, política y social?

2. Algunas aristas o 
problemáticas de la 

4
consulta previa

En esta segunda parte de este escrito 
me permito hacer unas pocas reflexio-
nes que vinculan algunos asuntos 
relacionados con las problemáticas 
jurídicas, políticas, económicas, 

Es preocupante que el último decreto 
del 20 de noviembre de 2013, haya 
creado un protocolo de coordinación 
interinstitucional para los llamados 
proyectos prioritarios (PINES), sin 
resolver ninguno de los problemas 
jurídicos que presentan las reglamen-
taciones expedidas, atrasando así las 
agendas de otros procesos que vienen 
en marcha, pues hasta que estos pro-
cesos no se encuentren dentro de los 
“proyectos elegidos”, seguirán ado-
leciendo de la falta de coordinación 
interinstitucional.

Continúan existiendo las ambigüeda-
des en definiciones y procedimien-
tos, como por ejemplo la emisión de 
conceptos que no obligan a ser acata-
dos para dar curso a un proceso de 
consulta previa. La emisión de 
dichos conceptos depende de los 
criterios subjetivos del funcionario 
encargado, criterios que pueden no 
propender por un equilibrio, criterios 
que se posicionan desde una sola área 
del conocimiento.

Según algunos expertos que han 
acompañado a las organizaciones 
indígenas, a las organizaciones de las 
comunidades negras, al Estado y a las 
empresas, estas ambigüedades hacen 
parte del reino de la política y afir-
man que existen normas suficientes 
para garantizar el derecho a la con-
sulta previa.

Hace algún tiempo nos dimos a la 
tarea de plantear una ley que diera 
mayores fortalezas y restara ambi-
güedades a la institucionalidad para 
garantizar el derecho a la consulta 
previa. Dicha propuesta dio mucho 
de qué hablar pero nunca logró ser 
discutida con los grupos étnicos, ni 

avanzar sobre las problemáticas 
relacionadas con el derecho a la con-
sulta previa. En las acciones que 
buscan fortalecer la garantía de dere-
chos a grupo étnicos, se han hecho 
miles de propuestas que han quedado 
silenciadas y que solo habitan en la 
memoria de algunos pocos valientes 
como fantasmas de escuelas anti-
guas. 

No es mi interés narrar las acciones 
fallidas, ni los importantes aprendi-
zajes que hubo de éstas, sino volver a 
enfatizar que existen asuntos jurídi-
cos que es necesario resolver y que en 
la experiencia de la creación de esa 
propuesta de ley se pusieron sobre la 
mesa los dilemas jurídicos de las 
instituciones, a los cuales aún no se 
ha dado respuesta con los decretos y 
con  las directivas expedidas.

 Siguen flotando en el ambiente pre-
guntas como ¿qué tipo de acción 
coactiva puede realizar la institucio-
nalidad cuando se incumplen los 
acuerdos de las consultas previas? 
¿Cómo pueden operar las Jurisdic-
ciones especiales cuando se cometan 
crímenes asociados a la implementa-
ción de estos proyectos en los territo-
rios? ¿Cómo sería un marco legal 
para desarrollar la repartición justa y 
equitativa de las ganancias de las 
explotaciones a que tienen derecho 
las comunidades? 

En cuanto el ámbito político, en 
Colombia es el Ministerio del Inte-
rior el encargado de direccionar la 
política relacionada con los grupos 
étnicos del país; sin embargo, 
muchas instituciones han decidido 
abrir espacio en sus estructuras insti-
tucionales para la atención a los pro-

ambientales y sociales asociadas al 
derecho fundamental a la consulta 
previa, y finalizar con algunas aprecia-
ciones en relación a la formación aca-
démica que implica la interdisciplina-
riedad para la garantía del derecho.

Existen múltiples problemas en torno 
a la garantía del derecho fundamental 
a la consulta previa, tales como pug-
nas por el utilización del subsuelo, 
conflictos por los usos de los recursos 
naturales renovables y no renova-
bles, despojos territoriales en la 
implementación de proyectos 
agroindustriales y mineros, incre-
mento de las violencias en los territo-
rios colectivos, dificultades procedi-
mentales, escasa comprensión de las 
reglas con las que debe operar la 
institucionalidad para la garantía del 
derecho, la falta de comprensión 
sobre conceptos como la integralidad 
de los derechos de los grupos étnicos 
y una muy escasa formación de los 
funcionarios en asuntos como la 
interdisciplinariedad y la intercultu-
ralidad. Los procedimientos son 
interpretados a voluntad del funcio-
nario encargado, situación que pro-
fundiza un caos conceptual, pues no 
hay consenso frente a elementos 
básicos; como, por ejemplo, la forma 
de elaborar una metodología de tra-
bajo para el desarrollo de un proceso 
de consulta previa. Se presenta tam-
bién una débil lectura del territorio, lo 
que termina generando violación al 
derecho de consulta y al derecho al 
territorio.

La consulta previa ha sido un dere-
cho que ha cuestionado a la socie-
dad general en diferentes aspectos y 
ha puesto a debatir en la acción 
misma del Estado las implicaciones 
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rior de las comunidades, sino tam-
bién con los gobiernos locales y con 
el gobierno nacional. 

A pesar de todo lo narrado superfi-
cialmente en este espacio de la arena 
política, cada uno de los sectores 
involucrados actúa en el marco legal 
que la consulta previa proporciona; 
todos buscan hacer lo mejor que pue-
den, pero lo mejor que pueden no es 
suficiente para solucionar los proble-
mas estructurales que el Estado tiene 
en relación a la garantía del derecho a 
la consulta previa.

En el escenario económico, entende-
mos que todo pueblo, toda comuni-
dad, tiene una forma de subsistencia 
que implica aprovechamiento de 
recursos naturales. Hoy en día es muy 
difícil determinar, a excepción de los 
pueblos aislados, sistemas económi-
cos totalmente independientes de los 
mercados nacionales y globales. Sin 
embargo, es claro que un sistema de 
producción no solo descansa sobre la 
tradición y la historia de un pueblo, 
sino sobre su conocimiento del entor-
no. La producción también es auto-
nomía, asunto que se ha deteriorado 
para las comunidades de los pueblos 
étnicos, debido a varios factores, 
como por ejemplo la inclusión de las 
nuevas generaciones a los trabajos 
asalariados, así como por los despo-
jos territoriales y la fractura de los 
procesos de trasmisión del conoci-
miento en relación con el ambiente, 
su significado y su uso.

Las comunidades étnicas gozan del 
arraigo al territorio en un sentido 
económico, cultural y espiritual. Esta 
comprensión diversa del medio nos 

blemas sociales, entre ellos los de los 
grupos étnicos. A su vez, los gobier-
nos de los pueblos indígenas y las 
organizaciones de las comunidades 
étnicas tienen sus propias dinámicas 
políticas y organizativas.

La relación entre los gobiernos cuen-
ta con diferentes espacios de diálogo. 
Los más importantes son la mesa de 
concertación nacional con los pue-
blos indígenas, el pueblo Rom y la 
consultiva de alto nivel de las comu-
nidades negras, anulada debido a 
malas decisiones políticas, burocráti-
cas y clientelistas, con lo que se rom-
pió un importantísimo proceso histó-
rico de reconocimiento de derechos a 
las poblaciones negras, raizales y 
afrocolombianas del país.

La concertación, el entendimiento 
entre los gobiernos, ocurre en esos 
espacios reglamentados; para lo que 
tiene que ver con las decisiones de 
nivel nacional, las políticas públicas, 
allí se van posicionando diferentes 
agendas de trabajo institucionales. 

En estos espacios, uno de los proble-
mas que se han venido denunciado es 
el de la escasa representatividad de 
los líderes de los grupos étnicos. Los 
factores de la escasa representativi-
dad están asociados con la poca capa-
cidad que tienen los líderes y repre-
sentantes para difundir la informa-
ción de los espacios de toma de deci-
siones con sus mismas poblaciones. 
Hay opiniones que consideran que 
los líderes y representantes son 
absorbidos por las necesidades que 
nuestra cultura urbana plantea, y eso 
es juzgado negativamente. A pesar de 
estos asuntos, que de pronto he men-

sugiere pensar los territorios étnicos 
más allá de la idea económica de la 
explotación, más allá del extractivis-
mo. La consulta previa nos hace refle-
xionar sobre las diferentes posibilida-
des de modelos económicos que 
deben fortalecerse, modelos de desa-
rrollo que deben cuestionarse y pla-
nes que desde los gobiernos étnicos 
deben implementarse. Avance en esta 
materia se encuentra relacionada con 
el Decreto 1953 de 7 de octubre de 
2014.

En el lugar de intersección de los 
modelos económicos, de los planes 
de vida, de los modelos de desarrollo 
sostenible, la extracción y la preser-
vación se dan una batalla feroz. El 
consumo de masas de quienes vivi-
mos  en las megalópolis arrasa los 
territorios que aún tienen algo que 
preservar, los cuales se encuentran en 
su mayor grado de vulnerabilidad 
histórica. La consulta previa no es la 
herramienta para detener la voraci-
dad de los miles de millones de huma-
nos, pero nos orienta a reflexionar 
sobre estos asuntos, a plantearnos la 
necesidad de cambiar y alterar nues-
tros niveles individuales de consu-
mo, a exigir a nuestros gobiernos 
medidas que protejan los territorios 
étnicos, las reservas ecológicas, el 
agua de nuestro país, entre muchas 
otras acciones, que son necesarias 
igualmente para la pervivencia física 
y cultural de los pueblos.

Por otro lado, el mismo convenio 169 
de la OIT nos habla de las prioridades 
de desarrollo de los pueblos indíge-
nas y tribales. Entonces, cuando 
hablamos de desarrollo, de modelos 
económicos, de actividades de subsi-

cionado muy superficialmente, lo 
cierto es que existe una crisis en las 
representatividades, que afecta de 
cierta forma los diálogos que ocurren 
a nivel nacional y local.

Dentro del concepto de diversidad 
cultural también debemos incluir el 
concepto de diversidad política. Una 
de las principales dificultades que 
tienen las estructuras institucionales 
es que entienden toda organización 
política como una organización 
estructurada verticalmente, donde 
hay un solo jefe, quien debe tomar 
todas las decisiones, y quien delega 
en sus allegados asuntos temáticos o 
decisiones de un orden menor. Y así 
la estructura de orden piramidal se va 
conformando, una estructura donde 
todos tendrían una responsabilidad y 
una función. En otros modelos de 
organización política, las formas de 
toma de decisiones pueden ser hori-
zontales. 

Este panorama de la diversidad políti-
ca, claramente, es uno de los asuntos 
que el convenio 169 de la OIT ha 
mencionado, en relación a que las 
consultas deben realizarse de acuerdo 
con sus instituciones representativas, 
asunto que aún no es claro para el 
Estado que busca acomodar las diver-
sidades políticas a través de las orga-
nizaciones a un modelo vertical de 
toma de decisiones. Tal es el caso de 
la creación de la Mesa Wayuú de 
Concertación, que busca reducir las 
3000 o más representatividades a solo 
5 o 6, generando graves problemas 
internos. Desde la lógica de la verti-
calidad, se concluirá que 3000 autori-
dades son demasiadas para poder 
concertar con cada una de ellas.  

tencia, de explotación y extracción 
de recursos, todo tiende a confundir-
se en una mezcla un poco extraña. 
Para mitigar las afectaciones cultura-
les y ambientales, las comunidades 
étnicas buscan una reparación e 
implementar indeminizaciones a 
través de la creación de proyectos 
que los insertan con mucha más fuer-
za al sistema de mercado, dejando su 
autonomía económica por ser empre-
sarios. 

A pesar de los daños que se causan a 
las economías propias de los pueblos 
por estas interacciones apresuradas 
por el capitalismo, las aspiraciones 
económicas que tengan las comuni-
dades étnicas hacen parte de su auto-
nomía como pueblos. Diferentes 
negocios y empresas se han formado, 
negocios que van mucho más allá de 
la realización de artesanías o del 
etnoturismo.

En el sentido de introducir en la dis-
cusión económica la idea de la igual-
dad, las aspiraciones económicas de 
los grupos étnicos cuentan con un 
poderoso sustento normativo. El 
Convenio 169 en su artículo 15 pará-
grafo 2, señala que siempre que sea 
posible las comunidades percibirán 
recursos de las explotaciones que 
ocurren en sus territorios. Esta deci-
sión aún no se ha tomado, y normal-
mente la argumentación de parte de 
los funcionarios del Estado es que las 
comunidades reciben los recursos del 
sistema general de participaciones y 
también de regalías. Sin embargo, no 
es suficiente argumentación, pues no 
se trata de esos recursos, se trata de 
las ganancias que existen por las 
explotaciones en sus territorios.

Tanto los gobiernos de los grupos 
étnicos como el gobierno nacional 
llegan a estos espacios de concerta-
ción y a los espacios de la consulta 
previa sin haber solucionado en lo 
más mínimo los problemas internos. 
Y con todas las dificultades encima, 
asumen nuevos procesos, todos los 
días, en una abrumadora tormenta de 
solicitudes que ni siquiera planea-
ción nacional ni ningún ministerio 
tiene la certeza de saber cuántas ini-
ciativas se presentan al año que afec-
tan a los grupos étnicos. 

Pero acá no se debe silenciar la pre-
sencia de nadie. Otros gobiernos 
están presentes en este escenario: los 
gobiernos de las empresas privadas, 
nacionales, internacionales, transna-
cionales y los gobiernos de otros 
países. 

Las empresas y sus gerentes tienen 
un fuerte apoyo por parte del Gobier-
no Nacional, pues sus actividades 
reportan ganancias en regalías, sus 
relaciones proporcionan futuros 
trabajos para los funcionarios, sus 
presencias en nuestro país garantizan 
“la idea de desarrollo”.

Esos gobiernos que no tienen territo-
rios, sino tierras para explotar adjudi-
cadas en contratos con el Estado, se 
han adaptado y acogen la normativi-
dad relacionada con la garantía del 
derecho a la consulta previa. Sin 
embargo, en su ley: “time is money”, 
los diálogos interculturales resultan 
ser demasiado incoherentes, costosos 
y riesgosos para el desarrollo de sus 
proyectos, así que la tarea se hace, 
pero mal hecha, causando también 
múltiples conflictos no solo al inte-
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rior de las comunidades, sino tam-
bién con los gobiernos locales y con 
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tros niveles individuales de consu-
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pero mal hecha, causando también 
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medio de esta tormenta de eventos 
para tomar decisiones que muchas 
veces están mediadas por los intere-
ses económicos y políticos. 

Nos encontramos, entonces, en la 
terrible paradoja del cambio y la per-
manencia. Nos aterroriza el cambio 
de estos pueblos, debido a la pérdida 
de la riqueza cultural; pero a la vez 
sabemos que la cultura no es estática, 
que una de sus constantes es el cam-
bio. ¿Quién debe decidirlo? ¿Quién y 
cómo decide qué cambia y qué per-
manece en la cultura en los contextos 
de la consulta previa? Son preguntas 
que solo se dilucidan estando en los 
procesos mismos. Quién toma la 
palabra, cómo se plasman las decisio-
nes de una comunidad étnica en los 
diálogos que ocurren en estos proce-
dimientos. Decisiones que se tradu-
cen en acciones concretas, con presu-
puestos concretos, en un cuadro car-

5tesiano  que no representa para nada, 
ni sintetiza de ninguna forma, las 
argumentaciones, los conocimientos, 

los saberes y las decisiones de las 
comunidades, y que de ese modo 
perpetúa los modelos de exclusión, 
imposición del conocimiento y sub-
valoración de los saberes y filosofías 
de los pueblos étnicos.

Aunque mi mirada es más preserva-
cionista, pues la tierra y la humanidad 
necesitan una transformación urgen-
te, no dejo de pensar esta idea, pues 
me parece que para casos como el del 
pueblo wayuú podrá pensarse algo 
mucho más digno para garantizar sus 
derechos que simples planes de con-
tingencia en épocas de sequía.  

Las ganancias que puedan percibir 
las comunidades étnicas por las 
explotaciones que ocurren en sus 
territorios requieren no solamente 
pensarlas como repartición justa y 
equitativa de los recursos; requiere 
así mismo voluntad política, prepara-
ción de las comunidades para el mane-
jo de los recursos y de sus posibles 
aspiraciones en las dinámicas econó-
micas a nivel internacional.

Claramente, no todos los pueblos 
tendrán este interés, pues existen 
otras conformaciones culturales que 
indican la necesidad de mantener una 
relación diferente con el territorio, de 

posicionar un modelo de preserva-
ción más que de explotación.

Desde la perspectiva ambiental, 
existen unas tensiones importantes, 
que radican en cómo se ordena el 
territorio y cómo se puede hacer uso 
de él. Diferentes jurisdicciones 
entran en diálogo cuando se trata del 
manejo y administración de los recur-
sos ambientales. 

Pareciera, en algunas ocasiones, que 
las herramientas que tiene el Estado y 
la institucionalidad para la preserva-

3. Aportes que la academia 
puede proporcionar a la 
garantía del derecho 
fundamental a la consulta 
previa

Como vimos en la primera parte de 
este escrito, existen algunas reflexio-
nes sobre el tema de la consulta pre-
via donde podemos destacar diferen-
tes miradas. Una primera relacionada 
con un enfoque reparador, que propo-
ne Esther Sánchez, ubica la consulta 
previa desde un lugar de la pondera-
ción de derechos para finalmente 
establecer estudios que brinden un 
marco de las posibles afectaciones 
que puedan causarse a los pueblos de 
los grupos étnicos. Otras posiciones 
como la de César Rodríguez Garabito 
y Rosembert Ariza nos proponen una 
mirada de la consulta previa desde 
los conflictos sociales, económicos y 

políticos. Por su parte,  Gloria Ampa-
ro Rodríguez, Libia Gruesso, entre 
otros, nos proponen una investiga-
ción direccionada a la exigencia al 
Estado de los derechos colectivos, 
económicos, sociales y ambientales 
relacionados con el derecho funda-
mental a la consulta previa, dentro 
del marco que la Corte Constitucio-
nal ha elaborado en su línea jurispru-
dencial. 

Considero que todas estas tendencias 
son acertadas; finalmente, el proceso 
de reconocimiento, como lo mencio-

ción son afines a las aspiraciones de 
conservación de algunos pueblos. 
Pero no es así. Las miradas sobre los 
ecosistemas y sus clasificaciones 
difieren de la mirada de los grupos 
étnicos, sobre todo en lo que atañe a 
cómo debe hacerse uso de los recur-
sos, cuáles son los lugares permiti-
dos, cuáles son los lugares de espe-
ciales consideraciones culturales. 
Algunas veces ocurre que la mirada 
de la conservación es la de la exclu-
sión de las poblaciones que habitan 
estos lugares, pues se considera en 
general que su presencia y el uso de 
los ecosistemas es casi siempre causa 
de daño ambiental. 

En la incoherencia en que vive nues-
tra sociedad contemporánea, pode-
mos encontrar en el mismo lugar 
tanto acciones de conservación como 
de explotación, difíciles de explicar a 
las comunidades locales, y en ese 
caso los representantes de esos secto-
res prefieren no hablar con quienes 
habitan los territorios.

Adicional a estos temas, los daños 
ambientales que ocurren en los terri-
torios por las actividades extractivas 
no tienen control alguno por parte del 
Estado y las autoridades de los gru-
pos étnicos no pueden ejercer funcio-
nes en sus  jurisdicciones para casti-
gar los delitos ambientales. No existe 
seguimiento eficaz para exigir la 
reparación a los daños ambientales, 
que hacen parte de las afectaciones a 
las comunidades y sus culturas. Los 
daños ambientales, en las mismas 
consultas previas, tratan de minimi-
zarse y no hay claridad por parte de 

na Esteban Laborde, hace parte de un 
proceso histórico donde el tema de la 
reparación es fundamental. Sin 
embargo, no podemos quedarnos en 
una mirada reparadora, cuando bus-
camos el salto hacia la igualdad de 
derechos y tampoco podemos solo 
mirar el problema desde la exigencia 
al Estado, pues este es solo una de las 
partes intervinientes.

Dos conceptos se entrecruzan para 
comprender lo que ocurre en la prác-
tica con la garantía del derecho de 
consulta previa. Primero, el concepto 
de “campos minados”, claramente 
identificables, donde confluyen los 
conflictos ambientales, sociales y 
políticos y las reclamaciones de las 
comunidades por su derecho a la 
participación. El segundo concepto 
se refiere a la “trampa retórica legal”, 
donde las reivindicaciones se han 
llevado únicamente al escenario de 
acción legal, espacio que expresa una 
serie de comportamientos entre el 
discurso y la actuación. Es allí donde 

se presenta un intrincado manejo de 
las transformaciones de los lideraz-
gos políticos, que en busca de sus 
posicionamientos descuidan los 
lineamientos culturales.

En el año 2014, el Instituto Colom-
biano de Antropología e Historia 
(ICANH) citó a una reunión sobre 
consulta previa, motivada por las 
discusiones que se venían dando 
desde el extinto Programa Presiden-
cial para el Desarrollo Integral de los 
Pueblos Indígenas, sobre la pertinen-
cia que el Instituto tenía en diferentes 

las comunidades y de los mismos 
funcionarios de cómo y qué deben 
exigir para reparar los daños.

En el escenario social reconocemos 
que si algo ha hecho avanzar la con-
sulta previa en Colombia ha sido la 
actividad dinámica y enérgica de los 
movimientos sociales y las organiza-
ciones étnicas en la protección de sus 
derechos. Las acciones de tutela que 
han interpuesto le han brindado al 
Estado un marco legal con el cual ir 
proponiendo unos procedimientos. 
Adicionalmente, las sentencias han 
establecido unos límites, aunque no 
muy determinantes, sobre el asunto 
del consentimiento. Aún faltan algu-
nas cosas por resolver, pero, como 
vimos anteriormente, el Ejecutivo 
espera las órdenes de las Cortes para 
actuar por obligación. 

La consulta previa ha generado unas 
afectaciones; no solo ha trasformado 
a la institucionalidad, sino también a 
las comunidades y a los pueblos. La 

consulta previa no es un dogma, es un 
mecanismo de participación que 
adolece de muchos problemas. ¿Qué 
tipo de transformaciones sociales y 
culturales ha generado el mecanismo 
de participación? Ese es un tema por 
estudiar. 

De todas formas, no podemos apartar 
las problemáticas sociales de todas 
las anteriores que hemos menciona-
do, pero es necesario recordar breve-
mente las transformaciones ocurri-
das a las comunidades étnicas, a sus 
formas de organización política, en 

5 Dentro de los procesos de consulta previa, la 
identificación de los impactos se codifica en un 
cuadro de Excel, normalmente llevado a las 
discusiones por los funcionarios de las empresas 
privadas, quienes reducen la metodología de las 
consultas previas a una comprensión cartesiana 
del mundo.

CONSULTA PREVIA EN COLOMBIA
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políticos. Por su parte,  Gloria Ampa-
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ción son afines a las aspiraciones de 
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exigir para reparar los daños.
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consulta previa no es un dogma, es un 
mecanismo de participación que 
adolece de muchos problemas. ¿Qué 
tipo de transformaciones sociales y 
culturales ha generado el mecanismo 
de participación? Ese es un tema por 
estudiar. 

De todas formas, no podemos apartar 
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5 Dentro de los procesos de consulta previa, la 
identificación de los impactos se codifica en un 
cuadro de Excel, normalmente llevado a las 
discusiones por los funcionarios de las empresas 
privadas, quienes reducen la metodología de las 
consultas previas a una comprensión cartesiana 
del mundo.
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aprender sobre los temas de la con-
servación, existen marcos interpreta-
tivos, métodos y técnicas de análisis 
de datos que llevan a conclusiones 
propias de esas disciplinas. 

Es importante y fundamental com-
partir esos saberes. El momento más 
adecuado es en el proceso de forma-
ción de los profesionales o en la for-
mación para la investigación, así 
como en el mismo momento de acom-
pañamiento a los procesos sociales, 
pues allí el diálogo se trasforma en 
pugnas de poderes. Aunque no es 
imposible construir desde esos esce-
narios metodologías y conceptos que 
promuevan la interdisciplinariedad, 
podemos dirigirnos a trabajar las 
recomendaciones si preparamos a los 
profesionales en las metodologías de 
la interculturalidad e interdisciplina-
riedad.

Desde el ámbito académico corremos 
el riesgo, como ha venido histórica-
mente pasando, de generar una serie 
de investigaciones y recomendacio-
nes que nunca llegan a promover un 
proceso de transformación de las 
problemáticas que constantemente 
denunciamos, donde cada vez hay 
una separación más grande entre 
academia y sociedad. 

Resolver estos problemas requiere 
creatividad, intercambios de conoci-
mientos, compromisos instituciona-
les y personales; requiere ser optimis-
tas y seguir fortaleciendo la educa-
ción superior como medio certero de 
transformación efectiva de la socie-
dad.
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temas asociados a la garantía del 
derecho a la consulta previa. Desa-
fortunadamente, el evento no logró 
producir ningún resultado interesan-
te que nos llevara a una discusión 
sobre las acciones que la academia o 
el Instituto pudieran emprender para 
dinamizar las discusiones metodoló-
gicas, investigativas e incluso las 
problemáticas relacionadas con las 
dificultades laborales y la corrup-
ción. Lastimosamente, ni siquiera 
logré obtener el listado de los asisten-
tes a ese evento aunque se realizó la 
solicitud formal.

Desde la disciplina antropológica, no 
somos pocos los que hemos trabajado 
este tema. Por mi parte, mi trabajo ha 
sido más desde la antropología de la 
acción. Prefiero llamarla antropolo-
gía de la acción que antropología 
aplicada (por el momento) para no 
entrar en las discusiones con los cole-
gas antropólogos de si la antropolo-
gía aplicada merece un mejor recono-
cimiento y si está al mismo nivel que 
la antropología teórica, si es aún la 
expresión de colonialismo en la dis-
ciplina. Sin embargo, haber estado en 
la escena, en la toma de decisiones, 
me ha dado la posibilidad de com-
prender algunas de las aristas y anali-
zar los problemas de las otras. 

Considero que desde la academia es 
necesario generar procesos de forma-
ción que proporcionen herramientas 
para la comprensión de la consulta 
previa. No solamente de la normati-
vidad, de los procedimientos y de 
cómo sortear los trámites, sino una 
comprensión que haga un énfasis 

sobre las problemáticas que existen 
para la garantía del derecho a la con-
sulta previa. La academia debe moti-
var investigaciones que ayuden a 
buscar alternativas de solución a 
estas situaciones, debe preparar a los 
profesionales para comprender estos 
escenarios, para saber cuáles serán 
sus funciones si ellos participan, 
incentivarlos a hacer aportes acerta-
dos que a través de una acción com-
prometida logren garantizar los dere-
chos de los grupos étnicos.

Adicionalmente, desde la academia 
puede fomentarse el trabajo interdis-
ciplinar. No pretendamos que con 
nuestra formaciones disciplinares 
logremos dar a los profesionales toda 
la comprensión que requieren para 
trabajar procesos sociales complejos. 
Se requiere que el derecho, la ecolo-
gía, la antropología, la ciencia políti-
ca, la economía, entren en diálogo. 
No podemos pretender que la exper-
ticia que aprenden los antropólogos 
en su trabajo sobre la interculturali-
dad, sea aprendida con unas pocas 
charlas, pues aprender sobre los sig-
nificados profundos de otras culturas 
implica despojarse de los prejuicios 
(no totalmente, pero sí en cierta medi-
da); implica romper por dentro un 
molde que nos han dado para enten-
der el mundo y abrazar otras com-
prensiones y hacerlas nuestras. No 
pretendamos que los abogados, los 
biólogos, los economistas dominen 
esa tarea; esa es nuestra responsabili-
dad, ese es nuestro saber. 

Aunque podamos leer muchos decre-
tos, leyes y resoluciones y podamos CO
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aprender sobre los temas de la con-
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